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El principio de Plenitud del Control Jurisdiccional

y sus limites en el Proceso Contencioso-

Administrativo espaifiol. La legitimacion activa
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SUMILLA

La efectividad del Principio de Plenitud del Control Judicial de la Administracién ha sido limitada
por exclusién expresa legal: de los pretensiones ejercitables en el proceso, de la potestad
jurisdiccional declarativa y ejecutiva, y la regulacién de la legitimacién. Con la Ley 29/1998
regulodora de la Jurisdiccion Contencioso-Administrativa (LJICA/1998) desaparecen los dos
primeros limites manteniéndose el de la legitimacién. La Ley 29/1998 reconoce los supuestos de
legitimacién individual o corporativa, pero no toma en consideracién el interés publico para su
ejercicio en un proceso previo al del recurso de amparo constitucional, frente a actos de poderes
publicos lesivos de derechos fundamentales. La ausencia de la tutela del interés publico en via

contenciosa-administrativa serd materia de andlisis en el presente articulo.

1. Introduccién

El principio de Plenitud del Control Judicial de la
Administracién, largamente ansiado por la doctrina
y consagrado finalmente en los articulos 103° y
106° de la Constitucién espanola de 1978 (CE),
ha tenido tradicionalmente diversos limites que
han venido impidiendo su efectividad. La exclusién
expresa por la Ley de determinadas actuaciones
de la fiscalizacién jurisdiccional, la  limitacion
de las pretensiones ejercitables en el proceso vy,
correlativamente, de la potestad jurisdiccional
declarativa y ejecutiva, y la regulacion de la
legitimacién son las mds importantes.

La Ley 29/1998, del 13 de julio, reguladora
de la Jurisdiccion Contencioso-Administrativa
(LICA/1998), da un importante paso adelante
en todas estas materias, aunque el mismo no
ha sido definitivo. Adelantando de algtn modo
la conclusién a la que pretendo llegar, se puede
afirmar con cardcter general, que en la Ley
desaparecen los dos primeros limites a que antes
se hacia referencia, pero se mantiene el de la
legitimacién. Ellegislador ha sido consciente de que
el principio de sometimiento pleno de los poderes
pUblicos al ordenamiento juridico -calificada en la
Exposicién de Motivos como “verdadera cladsula
regia del Estado de Derecho”- y su efecto, la

*

plenitud del control jurisdiccional, comportaba
dos consecuencias: por un lado, hacia inviable
cualquier dmbito de la actuacién de estos poderes
inmune al control jurisdiccional y, por otro, habia
que articular un sistema de pretensiones que
garantizara la posibilidad de obtener justicia frente
a cualquier comportamiento ilicito de los mismos,
cualquiera que fuera su forma de manifestacién.
Pero, sin duda, por prudencia no se ha atrevido
-salvo excepciones- a romper del todo con los
vinculos subjetivos de la legitimacién, por lo que
ésta continda siendo un limite al enjuiciamiento de
la conformidad o no conformidad a Derecho de la
actividad administrativa.

2. El ambito de la actuacién administrativa
sometida a control jurisdiccional

En lo que se refiere al dmbito de la actuacién
administrativa sometida a control, la LICA/1998
da un paso adelante con respecto a su antecesora,
la LICA/1956, la cual, a su vez, supuso un gran
avance frente a la legislacién anterior, al someter
a control los actos discrecionales y los actos
normativos que estaban excluidos.

Sin embargo, hay que resaltar que muchas de las
limitaciones contenidas en la Ley de 1956 o bien
habian sido corregidas ex lege (por ejemplo, la Ley

Catedrdtico de Derecho Procesal de la Universidad de Alcald de Henares.
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Orgédnica del Poder Judicial de 1985 sometié a
control los actos materialmente administrativos de
todos los poderes publicos, aunque no formaran
parte de las Administraciones Publicas) o habian
sido objeto de una interpretacién progresiva por la
jurisprudencia que, por ejemplo, habia redefinido,
conforme al principio de Plenitud del Control
Jurisdiccional, el contenido del articulo 40°
LICA/1956 (que excluia determinados actos de
control jurisdiccional), habia derogado el articulo
28.1, b), que exigia la legitimacién corporativa
para impugnar disposiciones generales, y habia
admitido las pretensiones frente a la inactividad
material y frente a las vias de hecho de la
Administracién.

Ahora, con el articulo 1° de la LICA/1998, se
da carta de naturaleza a esta jurisprudencia y
desaparece cualquier vestigio de actos inmunes
al control, excluyéndose también la posibilidad de
establecerlos por medio de una Ley. La Constitucion
(articulos 103.1 y 106.1) ha dejado sin apoyo
cualquier pretensién de inmunidad vy, a la luz de
lo misma, ha de interpretarse, en el sentido de
someterlo a control jurisdiccional, cualquier caso
dudoso que pueda plantearse.

Dos son las consecuencias de este principio en el
sistema de la LJCA/1998:

A) En primer lugar, la exclusién -aunque después
de no pocas vacilaciones- de toda referencia a
los actos politicos como actos exentos de control
jurisdiccional, acogiendo asi la jurisprudencia
anterior mds progresiva sobre la materia.

La LICA/1956 excluia estos actos de la fiscalizacién
jurisdiccional “sin perjuicio de las indemnizaciones
que fuere procedentes, cuya determinacién
si corresponde a la jurisdiccién contencioso-
administrativa” (articulo 2.b), y ello porque, en el
sentir de la Exposiciéon de Motivos de dicha Ley,
“los actos politicos no constituyen una especie del
género de los actos administrativos discrecionales,
caracterizados  por un grado mdximo de
discrecionalidad, sino  actos  esencialmente
distintos, por ser una la funcién administrativa y
otfra la funcién politica, confiada Unicamente a los
supremos érganos estatales”.

Para la LICA/1998, sin embargo, el principio
de Plenitud de Control es incompatible con el
reconocimiento de cualquier categoria genérica
de actos de autoridad excluida per se del control
jurisdiccional. No se niega la existencia de un
espacio politico. Lo que viene a decir la Ley es
que el mismo se ubica en un marco juridico; o
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dicho con ofras palabras, cuando el articulo 97°
CE dispone que “el Gobierno... ejerce la funcién
ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo
con la Constitucién y las Leyes”, se esté refiriendo
tanto al Gobierno como érgano politico, como
a la Administracién Piblica. La actuacién del
Gobierno debe realizarse dentro del marco fijado
por la Constitucién y el resto del ordenamiento
juridico, por lo que la LICA/1998 recoge el
criterio de que los actos de Gobierno son siempre
justiciables.

En consecuencia, el pretendido cardcter politico
de un acto de Gobierno -lo mismo que, en
ofro &mbito, el cardcter discrecional de un acto
de la Administracién- no es un presupuesto de
admisibilidad, sino que forma parte de la cuestion
de fondo a decidir en la sentencia definitiva. La STS
de 22 enero 1993 ya lo precisaba con claridad
después de afirmar que, con posterioridad a
la Constitucién, no existen actos de los poderes
pUblicos no sometidos a control jurisdiccional,
afiade que ello “no excluye que existan actos de
los mdximos érganos constitucionales que tengan
asimismo un mdéximo contenido politico, los cuales
no son controlables respecto al fondo de la decisién
en sede jurisdiccional, sino ante la instancia
politica correspondiente, pero en cuanto dichos
actos tengan elementos reglados establecidos
por el ordenamiento, estos elementos si son
susceptibles de control jurisdiccional. Ello implica
que la doctrina del acto politico no puede ser
invocada como fundamento de la inadmisibilidad,
ya que es obligado para el Juzgador comprobar si
existen en el acto elementos reglados y comprobar
también si en cuanto al fondo se da ese contenido
politico no controlable”.

B) En segundo lugar, la generalizacién del dmbito
de la actividad administrativa stricto sensu sometida
a control, no sélo se extiende a las disposiciones
generales y actos administrativos -que era el
admbito delimitado en la LICA/1956 e incluso en
la Ley Orgdnica del Poder Judicial, de acuerdo
con la concepcién revisora de la jurisdiccion-, sino
que abarca, ademds, a los decretos legislativos
(de acuerdo con el articulo 82.6 CE, aunque su
control debe limitarse a la adecuacién o no, a la
delegacién concedida y a si se dictaron dentro del
plazo sefalado), la inactividad material y las vias

de hecho.

Conforme al articulo 1° de la LJCA/1998, la
jurisdiccién  administrativa  “conocerd  de las
pretensiones que se deduzcan en relacién con la
actuacién de las Administraciones Poblicas sujeta
a Derecho Administrativo, con las disposiciones
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generales de rango inferior a la Ley y con los
Decretos Legislativos de conformidad cuando
excedan los limites de la delegacién”. Como
dice la Exposicién de Motivos, “es evidente
que a la altura de nuestro tiempo histérico, el
dmbito material de la jurisdiccién quedaria muy
incompleto si aquélla se limitara a enjuiciar las
pretensiones que se deduzcan en relacién con
las disposiciones de rango inferior a Ley y con
los actos y contratos administrativos en sentido
estricto. Lo que realmente importa y lo que
justifica la existencia de la propia jurisdiccién
contencioso-administrativa  es  asegurar, en
beneficio de los interesados y del interés general,
el exacto sometimiento de la Administracion al
Derecho en todas las actuaciones que realiza
en su condicién de poder pUblico y en uso de
los prerrogativas que como tal le corresponden.
No toda la actuacién administrativa -como es
notorio- se expresa a través de reglamentos, actos
administrativos o contratos publicos, sino que la
actividad prestacional, las actividades negociales
de diverso tipo, las actuaciones materiales, la
inactividades u omisiones de actuaciones debidas,
expresan también la voluntad de la Administracién
que ha de estar sometida en todo caso al imperio
de la Ley”; porque “lo que realmente importa, y lo
que justifica la existencia de la propia jurisdiccion
contencioso-administrativa, es asegurar, en
beneficio de los interesados y del interés general,
el exacto sometimiento de la Administracion al
Derecho en todas las actuaciones que realiza en
su condicién de poder publico y en uso de las
perrogativas que como tal le corresponden”.

El resultado que se alcanza, desde la perspectiva
del proceso, es la demolicién legal de uno de
los pilares bdsicos tradicionales de la jurisdiccién
administrativa: el dogma de su naturaleza revisora,
que fradicionalmente habia servido de fundamento
a muchas de las limitaciones impuestas a la
plenitud de enjuiciamiento en este dmbito de la
funcién jurisdiccional y ahora queda reducido
-en los supuestos en que resulta aplicable- a sus
estrictos limites. Ciertamente, no cabe desconocer
que este principio habia sido corregido por la
jurisprudencia anterior a la LICA/1998, que habia
abierto el proceso contencioso-administrativo
a las vias de hecho (STC 160/1991 de 18 de
julio) y habia declarado que “de ningin modo
puede excluirse que el comportamiento inactivo

u omisivo de la Administracién publica pueda
incurrir en ilegalidad y afectar a los derechos e
intereses de los ciudadanos” (SSTC 294/94 y
136/95). Ahora el Proyecto da carta de naturaleza
a esta jurisprudencia, estableciendo, ademds,
los instrumentos adecuados para ello, como la
ampliacién de las pretensiones ejercitables, tema
al que me refiero a continuacién.

3. Las pretensiones ejercitables

El segundo limite al que hacia referencia viene
impuesto por las pretensiones ejercitables y estd
estrechamente relacionado con el anterior.

En el proceso administrativo de la LJICA/1956
se podian ejercitar dos tipos de pretensiones: la
pretensién de que se declare no ser conforme
a Derecho y, en su caso, se anule el acto o
disposicién de que se trate (articulo 41°) y la
pretensién encaminada al reconocimiento de
una situacién juridica individualizada y a la
adopcién de las medidos adecuadas para el
pleno restablecimiento de la misma, entre ellas la
indemnizacién de dafios y perjuicios (articulo 42°).
Son las tradicionales pretensiones de anulacién y
de plena jurisdiccién del sistema francés, que se
distinguen por el requisito de la legitimacién y por
el contenido de la sentencia, aunque en nuestro
sistema ambas se tramitaban -y se tramitan- en un
mismo procedimiento. El dmbito de la actividad
fiscalizable -actos expresos o presuntos, a fravés
de la técnica del silencio administrativo negativo,
y disposiciones generales- condicionaba el
contenido de las pretensiones y, en consecuencia,
el contenido de los poderes del juez administrativo,
de forma que cualquier ampliacién de aquéllas y
de éstos exigia salir fuera de los limites del sistema.

Esta ampliacién aparece recogida en la Ley/1998,
constituyendo la misma -en palabras de la
Exposicién de Motivos- una de las innovaciones
mds importantes que la ley introduce en el
sistema de control judicial de la Administracién.
En especial, el reconocimiento de las pretensiones
frente a la inactividad de la Administracién cierra
-en palabras de la Exposicion de Motivos- un
importante agujero negro de nuestro Estado de
Derecho y otorga un arma efectiva al ciudadano
para combatir lo pasividad y las dilaciones
administrativas'.

El paso es importante y habia sido reclamado insistentemente por la doctrina. No obstante, seria injusto desconocer que el

mismo tiene también precedentes en una jurisprudencia progresiva, elaborada sobre la LICA anterior, que habia ido mds allé
del puro control de la inactividad formal de la Administracién a través de la ficcién del silencio y habia iniciado el camino
de la revisién jurisdiccional de la inactividad material (cfr., por ejemplo, la STS de 19 diciembre 1990). Igualmente estaba
planteada la cuestion acerca de la posibilidad, en determinados casos, de solicitar la mera declaracién jurisdiccional de que el
acto administrativo es conforme a Derecho o de que la omisién de la Administracién es ilicita, acumulando a tal pretensién la
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Con el reconocimiento expreso de este tipo de
pretensiones se abre una importante brecha:
revisar y someter a control de la justicia la mera
pasividad de la Administracién ante obligaciones
de hacer, su no actuar ante imperativos legales,
el no proveer a la efectividad de derechos
consagrados por la Ley, pero confiados en su
eficacia a una determinada conducta activa de
la Administracién. Lo cual no es exactamente el
mismo caso del silencio administrativo negativo,
que opera siempre como una mera inactividad
formal determinante de la ficcién juridica
equiparable al acto formal, para dejar franco el
camino del recurso contencioso-administrativo. Y,
desde el punto de vista del proceso, se abandona
definitivamente la concepcién tradicional del
contencioso-administrativo como recurso frente a
unacto (que, aunque superadayaen la LICA/1956,
continuaba operativa en diversos dmbitos), para
pasar a entenderlo como un proceso en el que se
enjuicia, con plenitud de conocimiento, cualquier
conflicto con la Administracién.

Por otra parte, la apertura del proceso administrativo
al control de las vias de hecho de la Administracién,
es decir, de las actuaciones materiales que carecen
de la necesaria cobertura juridica, y la naturaleza
en cierto modo, interdictal de la accién que en estos
casos se ejercita, plantea el tema de si se puede
mantener la naturaleza esencialmente reparadora
de un perjuicio ya producido que la jurisprudencia
tradicional atribuye a la justicia administrativa. Si en
ésta se pueden plantear las pretensiones que antes
debian ejercitarse en la via interdictal civil, habrd
que aceptar las consecuencias preventivas y, hasta
cierto punto cautelares, que comportan este tipo de
acciones, en especial el interdicto de retener?.

4. El requisito de la legitimacién

4.1. La progresiva ampliacién del concepto en
la jurisprudencia anterior a la LICA/1998

La legitimacién constituye la medida de la
jurisdiccién, porque contribuye a delimitar el dmbito
de la misma. Si el ordenamiento juridico limita la
legitimacién a los titulares de un derecho subjetivo
o de un interés lesionados, nos encontraremos

El principio de Plenitud del Control Jurisdiccional y sus limites en el

Proceso Contencioso-Administrativo espariol. La legitimacién activa

ante una jurisdiccién subjetiva, preocupada més
por la proteccién de aquellas situaciones juridicas
de naturaleza sustancial de los particulares que
por la defensa de la legalidad obijetiva; si, por
el contrario, desvincula lo legitimacién de las
situaciones juridicas lesionadas y se la reconoce
a un érgano publico, encargado de la defensa
de la legalidad, ésta -la defensa de la legalidad o
del interés publico en la observancia del Derecho
objetivo- pasa a un primer plano como objeto de
la tutela jurisdiccional.

En la precedente Lley reguladora de la
Jurisdiccién Contencioso-Administrativa de 1956
(LICA/1956), la jurisdiccién no tiene por finalidad
principal el control de la legalidad de la actuacién
administrativa, porque no cualquier actuacién de
la Administracién es susceptible de control, sino
sélo aquélla que lesione alguna de las posiciones
legitimantes previstas en la Ley. No es, por tanto,
una jurisdiccién objetiva. Sin embargo, se observa
claramente el avance hacia la objetivacién del
control judicial. La evolucién del contencioso-
administrativo hacia la consecucién de la plenitud
del control jurisdiccional de la Administracion
responde, en gran medida, a la evolucién
del concepto de legitimacién, o mejor, de las
situaciones sustanciales cuya titularidad legitima
para poner en marcha la jurisdiccién administrativa
y poder obtener en ella una resolucién sobre el
fondo.

Los pasos seguidos en esta ampliacién de la
legitimacién son suficientemente conocidos:

A) El primero fue dado por la LICA/1956 vy
consiste en el abandono de la situacién juridica
de derecho subjetivo como posicién legitimante
Unica para el ejercicio de la accién. Su titularidad
sélo se exige en ella para el ejercicio de unas
concretas pretensiones (las llamadas pretensiones
de “plena jurisdiccién”, que tienen por objeto
el restablecimiento de una situacién juridica
individualizada: articulos 28.2 y 42° LICA/1956);
para el ejercicio del tipo de pretensiones mds
abundante -las pretensiones de anulacién (articulo
41° LJCA)- basta con la invocacién de un interés
directo.

de condena de la Administracién a un actuar positivo. Y en tales casos habia declarado el Tribunal Supremo que “cuando la
Administracién tiene el deber exigible de actuar cabe que, al declarar la ilicitud de su omisién por vulnerar un mandato legal, se
imponga la actividad si ése es el medio de restablecer el orden perturbado” (STS de 11 de octubre de 1975).

2 Alguna sentencia del Tribunal Supremo ya habia abierto el camino, a través de la interpretacién amplia del requisito de
la legitimacién, a las pretensiones preventivas de un agravio todavia no producido (cfr. STS de 1 septiembre 1988) y esta
interpretaciéon debia generalizarse, segin un sector doctrinal, aunque con pronunciamientos jurisprudenciales en contra (cfr. la
STC 45/1990), cuando el proceso administrativo se utiliza como via previa al amparo constitucional para la proteccién de los
derechos fundamentales, ya que, segin el articulo 41° LOTC, el recurso de amparo tiende tanto a restablecer como a preservar
los derechos o libertades por razén de los cuales se formulé el recurso.
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La admisién del inferés directo como situacién
juridica sustancial legitimante para el ejercicio de
la accién procesal administrativa, que fue una de
las novedades mds importantes introducidas por la
LICA/1956 con respecto a la legislaciéon anterior,
permitié fiscalizar jurisdiccionalmente un amplio
campo de la actividad administrativa que hasta
enfonces habia permanecido inmune al control, por
lo menos en el texto de la Ley (la Ley Santamaria de
Paredes de 1888 exigia la titularidad de un derecho
subjetivo perfecto); en concreto, todas aquellas
resoluciones ajenas a las relaciones directas entre
la  Administracién  Piblica y los administrados
configuradoras de situaciones juridicas de derecho
subjetivo y de obligacién, segin los esquemas
tradicionales. Pero no por ello la justicia administrativa
perdié su cardcter eminentemente “subjetivo”, de
preocupacién, ante todo, por la tutela de situaciones
juridicas sustanciales de los particulares, porque el
interés directo era una de ellas.

En cualquier caso, la jurisprudencia siempre ha
considerado  subsistente la exigencia de una
situacién juridica sustancial legitimante. Como
dice la sentencia del Tribunal Supremo (STS) de
8 de julio de 1986, RJ 1986/3865, “salvo en los
casos de accién popular, en que se objetiviza la
legitimacién activa, para que una persona pueda
ser parte activa ante los Tribunales de este orden
jurisdiccional es preciso que ostente un inferés
directo en la anulacién del acto o disposicién
recurridos, y si al propio tiempo pretende
el reconocimiento de wuna situacién juridica
individualizada, serd necesario que invoque un
derecho que considere infringido por el mismo
acto o disposicién que son objeto del recurso”.

B) El segundo paso ha sido la ampliacién de esta
nueva situacién juridica de carécter sustancial
que supuso el interés directo y ha sido obra,
fundamentalmente, de la jurisprudencia. El interés
directo, ha dicho nuestro Tribunal Supremo en
abundantes resoluciones, existe siempre que el
eventual éxito de la demanda represente para el
actor recurrente un beneficio o, por el contrario, la
persistencia de la situacién creada o que pudiera
crear la resolucién administrativa impugnada le
origine un perjuicio.

La jurisprudencia, timidamente en un principio
y con mds decisién después, fue ensanchando
cada vez mds los limites de esta situacion
juridica sustancial objeto de tutela en el proceso
administrativo y correlativamente ampliando el
dmbito de la actuacién administrativa fiscalizable
jurisdiccionalmente. El Tribunal Supremo, aunque
rechazé como elemento legitimador bastante el

impulso de factores subjetivos o el genérico deseo
ciudadano de legalidad, no dando entrada a la
accién popular sino en los supuestos legalmente
establecidos, sigue, sin embargo, criterios de tal
amplitud que llega a comprender, dentro del interés
directo, el puramente competitivo, el profesional o
de carrera, e incluso la simple razén de vecindad,
afirmando que en las situaciones dudosas no
es dable cerrar el paso a la via contencioso-
administrativa (cfr. la STS de 4 noviembre de 1993,
RJ 1993/8413 y jurisprudencia que cita).

Sin embargo, con cardcter general, mantuvo la
exigencia de que fuese un interés “personal y
actual, esto es, que la declaracién pretendida
del érgano jurisdiccional ha de comportar al
accionante un beneficio, sin que sea suficiente
un interés frente a supuestos agravios potenciales
o futuros”; dicho con otras palabras, “resulta
preciso que el interés resulte delimitado, esto es,
que resulten claras y previsibles las consecuencias,
favorables o no, que para la situacién juridica
del actor se desprendan directamente del éxito
o fracaso de la pretensién ejercitada” (STS de
10 febrero 1984, RJ 1984/1189). Aunque
alguna sentencia sostuvo que “no es necesario
que (el perjuicio) sea efectivo, y mucho menos
que ya se haya producido, bastando con que
sea posible”, la doctrina jurisprudencial general
ha venido exigiendo que sea “inmediato, no
lejano, nacido y existente, sin que baste que
sea hipotético o remoto, por lo que no cabe
aducir el presentimiento o temor de que una
futura actuacién administrativa pueda conducir
por derroteros que no sean lo suficientemente
correctos para con los intereses del recurrente,
sin que tfampoco basten las meras expectativas
de agravios potenciales o futuros” (STS de 29 de
abril de 1983, RJ 1983/2979).

Un sistema de justicia administrativa, basado en
la tutela de situaciones juridicas individuales, no
podia ir mds alld y por eso dejaba fuera de control
la actuacién administrativa que, aun siendo ilegal,
no incidia en un derecho subjetivo o un interés,
asi delimitado, del administrado individual. A
partir de aqui, cualquier paso que se intenté dar
hacia adelante exigia analizar la situacién juridica
protegida por el deber de actuacién impuesto
por la Ley a la Administracién -que puede ser
individual, social o general- y arbitrar mecanismos
para su tutela con independencia de su vinculacién
a un derecho subjetivo o interés individual del
ciudadano; en ofras palabras, exigia abandonar
la idea de la individualizacién del interés en una
persona concreta y determinada como fundamento
exclusivo de la legitimacién.
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4.2. La sustitucion del concepto de “interés di-
recto” por el de “interés legitimo” como
fundamento de la legitimacion

Al respecto, la Constitucién de 1978 introdujo dos
novedades fundamentales: por un lado, consagra
el principio de sometimiento de la Administracién
ala Ley y al Derecho y, en consecuencia, garantiza
la plenitud de su control jurisdiccional; por otro,
extiende la legitimacién a la defensa de los intereses
legitimos (articulo 24.1 CE). Y resulta razonable
pensar que la relacién entre ambos principios debe
llevar a la inferpretacién del segundo (el requisito
de la legitimacién) en el sentido mds adecuado
para garantizar el primero.

El criterio de delimitacién de lalegitimaciénfundado
en la existencia de un derecho o interés legitimo
(articulo 19.1.a LJICA/1998), como superador del
inicial interés directo (articulo 28° LICA/1956)
en el orden contencioso-administrativo, ha
sido reiteradamente declarado por el Tribunal
Constitucional (entre otras SSTC 60/2001, de
29 de enero, 203/2002, de 28 de octubre,
y 10/2003, de 20 de enero). Por tanto, para la
jurisprudencia de nuestro Tribunal Constitucional
(cfr. ya la STC 60/1982, del 11 de octubre), el
concepto de interés legitimo es mds amplio que el
de interés directo de la LICA. Y, yendo mds allg,
han dicho las SSTC 24/1987 y 93/1990, de 23 de
mayo: “Al conceder el articulo 24.1 CE el derecho
a la tutela judicial a todas las personas que sean
titulares de derechos e intereses legitimos, estd
imponiendo a los Jueces y Tribunales la obligacién
de interpretar con amplitud las férmulas que las
Leyes procesales utilicen en orden a la atribucién
de legitimacién activa para acceder a los procesos
judiciales y, entre ellas, el interés directo que se
contiene en el articulo 28.1 a) LICA (de 1956)"°.

A juicio de la STC 195/1992 de 16 de noviembre,
después de la CE, la nocién de interés directo
como requisito de legitimacién del articulo 28°
LICA/1956 ha quedado englobado en el concepto
mds amplio de interés legitimo del articulo 24.1,
precepto que, precisamente, emplea esta expresion
en relacién con el derecho a la tutela judicial
efectiva; interés legitimo real y actual, que puede
ser tanto individual como corporativo o colectivo
y que también puede ser directo o indirecto, en
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correspondencia con la mayor amplitud con la
que se concibe en el texto constitucional la tutela
judicial de la posicién del administrado y la
correlativa necesidad de fiscalizar el cumplimiento
de la legalidad por parte de la Administracién”. En
definitiva, y como dice la STS de 21 octubre 1991
(R} 1991/8100), la jurisprudencia “ha percibido la
transformacién del alcance del concepto nuclear
de “intereses” que da soporte a la legitimacion
general del articulo 28.1, a) LICA/1956, de forma
que tiende a ampliarse a aquellos supuestos en
que el recurrente detenta un inferés legitimo
en el mantenimiento o anulacién de un acto
administrativo por el hecho de ser destinatario
de ciertas consecuencias directas o indirectas de
tal actividad que le distinguen de cualquier otro
ciudadano en cuanto a su relacién con aquella”.

Aunque, como recuerda la STC 52/2007 de 12
de marzo, “el interés legitimo se caracteriza como
una relacién material univoca entre el sujeto
-individual o colectivo- y el objeto de la pretension
(acto o disposicién impugnados), de tal forma que
su anulacién produzca automdéticamente un efecto
positivo (beneficio) o negativo (perjuicio) actual o
futuro pero cierto, debiendo entenderse tal relacién
referida a un interés en sentido propio, cualificado y
especifico, actual y real (no potencial o hipotético).
Se trata de la titularidad potencial de una ventaja
o de una utilidad juridica, no necesariamente de
contenido patrimonial, por parte de quien ejercita
la pretensién, que se materializaria de prosperar
ésta. O, lo que es lo mismo, el interés legitimo es
cualquier ventaja o utilidad juridica derivada de la
reparaciéon pretendida”.

4.3. La apertura de la legitimacién a la tutela
de los derechos e intereses supraindivi-
duales

Con base en esta jurisprudencia -y también en el
articulo 7.3 de la Ley Orgdnica del Poder Judicial-,
hay que entender que la tutela jurisdiccional
abarca también a los intereses colectivos y difusos.
Hoy en dia, las violaciones frente a las que la
justicia estd interesada en dar protecciéon son,
no sélo violaciones de cardcter individual, sino
frecuentemente también de cardcter colectivo,
que afectan a categorias, clases, colectividades
o grupos determinados o indeterminados de

El méximo intérprete constitucional remarca que el derecho a la tutela judicial efectiva estd imponiendo a los érganos judiciales

la obligacién de interpretar con amplitud las férmulas que las Leyes procesales utilicen en la atribucién de legitimacién activa
para acceder a los procesos judiciales (cfr. STC 73/2004, de 22 de abril, STC 226/2006, de 17 de julio,). Mas también ha
dicho que el principio pro actione no implica, en modo alguno, una relativizacién o devaluacién de los presupuestos y requisitos
procesales establecidos por las Leyes ni debe entenderse como la forzosa seleccién de la interpretacién més favorable a la
resolucién del problema de fondo de entre todas las posibles (STC 45/2004, de 23 de marzo, y ATC 430/2004, de 12 de

noviembre).
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personas. Junto a los intereses individuales
surgen nuevas olas de intereses, llamados
supraindividuales, sociales o colectivos, porque
pertenecen no a individuos aislados, sino a una
colectividad, grupo o categoria de personas mds
o menos amplia.

Dentro de estos infereses pueden distinguirse
dos grupos perfectamente diferenciados: los que
pertenecen a una categoria mds o menos amplia
de personas perfectamente determinada (los
abogados, los trabajadores de un sector) y los que
pertenecen a un grupo de personas indeterminado.
La distincién, que ha sido resaltada por la doctrina,
se encuentra en el articulo 7.3 LOPJ que, desde el
punto de vista de la legitimacién, para deducirlos
en juicio, distingue entre las asociaciones
representativas de los mismos y los grupos de
afectados, y hoy estd plenamente consagrada en
la Ley de Enjuiciamiento Civil espafola (articulo
11°).

Hasta ahora, sélo los colectivos tenian acceso a la
justicia administrativa a través del reconocimiento
de la legitimacién corporativa del articulo 32°
LICA/1956*. En cambio, los intereses difusos, salvo
excepciones, carecian de una eficaz proteccion
jurisdiccional. O bien se consideraba parte
legitimada para accionar al individuo directamente
perjudicado por un acto que lesionaba un inferés
supraindividual, pero sélo para obtener la
reparacién del dafio sufrido por él personalmente;
o bien, en algunos casos, al Ministerio Fiscal, en
cuanto portador y defensor del interés general de
la colectividad; o bien eran considerados intereses
simples o de hecho, desprovistos de accién para
impetrar la tutela jurisdiccional. En el sistema de
nuestra justicia administrativa, la regla general era
que sélo las posiciones de ventaja, las utilidades
cualificadas como intereses individuales y directos

de sus titulares son objeto de tutela. Conforme a
la doctrina reiterada de nuestro Tribunal Supremo,
no podia ser interés suficiente para legitimar el
ejercicio de la accién procesal administrativa
un genérico deseo de legalidad, que no podria
sustentarse en ofra accién que la de cardcter
publico, la cual la Ley, pese a la amplitud con que
la jurisprudencia ha concebido el dmbito de este
recurso, no ha llegado a patrocinar.

Ahora bien, el hecho de que un interés pertenezca
a muchos no quiere decir que no pertenezca
a ninguno sino que fodos los miembros de
la colectividad de que se trate han resultado
igualmente afectados; por el hecho de pertenecer
a muchos, el interés no tiene por qué dejar de ser
individual. La individualizacién de un interés no
puede reducirse ya a la determinaciéon del sujeto
que sea su particular portador sino que debe
comprender cualquierelemento apto para distinguir
ese concreto interés de los demds intereses. El
problema no consistird ya en determinar si ese
concreto interés existe o no, segin pertenezca o
no, a un determinado o determinados sujetos, sino
en ver quién es el portador legitimo de un interés
que, aun perteneciendo a muchos, es considerado
globalmente por el ordenamiento juridico o, dicho
con ofras palabras, en ver quién estd habilitado
para hacer valer “intereses que permiten una
individualizacién, aunque insertos en un dmbito
que tiene una trascendencia colectiva” (STC
71/1982, de 30 de noviembre).

Como decia antes, hay que sostener que la férmula
constitucional del interés legitimo, interpretada en
los términos amplios antes vistos, puede ser la
puerta por la que accedan al proceso este tipo
de intereses de naturaleza social o colectiva. La
STC 47/1990 de 20 de marzo, apunta en esa
direccién, comprendiendo dentro del concepto

Asf, ha dicho la sentencia del Tribunal Constitucional 101/1996, de 11 de junio, con referencia a los sindicatos: “Como
afirmamos en la sentencia del Tribunal Constitucional 210/1994, los sindicatos desempefan, tanto por el reconocimiento
expreso de la Constitucién (articulo 7°y 28°) como por obra de los tratados internacionales suscritos por Espafia en la materia
(por todos, Pacto Internacional de Derechos Econémicos, Sociales y Culturales [articulo 8° o articulo 5°, parte Il Carta Social
Europea), una funcién genérica de representacién y defensa de los intereses de los trabajadores que, como ya ha sostenido
la doctrina de este Tribunal, no descansa sélo en el vinculo de la dfiliacién, sino en la propia naturaleza sindical del grupo.
La funcién de los sindicatos, pues, desde la perspectiva constitucional “no es Unicamente la de representar a sus miembros, a
través de los esquemas del apoderamiento y de la representacién del Derecho privado”. Cuando la Constitucién y la Ley los
invisten con la funcién de defender los intereses de los trabajadores, les legitiman para ejercer aquellos derechos que, aun
perteneciendo en puridad a cada uno de los trabajadores ut singulus, sean de necesario ejercicio colectivo...”. Ahora bien, esa
capacidad abstracta del Sindicato tiene que concretarse, en cada caso, mediante un vinculo o conexién entre la organizacién
que acciona y la pretensién ejercitada. “La funcién constitucionalmente atribuida a los sindicatos no alcanza a transformarlos en
guardianes abstractos de la legalidad, cualesquiera que sean las circunstancias en las que ésta pretenda hacerse valer”, dijimos
también en la sentencia del Tribunal Constitucional 210/1994. En suma, la legitimacién de los sindicatos en el émbito de lo
contencioso-administrativo, en cuanto aptitud para ser parte en un proceso concreto, o legitimatio ad causam, ha de localizarse
en la nocién de interés profesional o econémico; interés que ha de entenderse referido en todo caso “a un interés en sentido
propio, cualificado o especifico” (STC 97/1991 [RTC 1991, 97] [F. 29, con cita de la STC 257/1988 [RTC 1988, 257]). Interés
que, doctrinal y jurisprudencialmente, viene identificado en la obtencién de un beneficio o la desaparicién de un perjuicio en el
supuesto de que prospere la accién intentada, y que no necesariamente ha de revestir un contenido patrimonial...”.
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de interés legitimo a los intereses colectivos de la
primera clase a que antes me referia: “El interés
legitimo a que se alude en el articulo 162.1, b)
de la Constitucién es un concepto més amplio
que el de interés directo y, por tanto, de mayor
alcance que el de derecho subjetivo afectado o
conculcado por el acto o disposicién objeto del
recurso, siendo evidente que en el concepto de
interés legitimo hay que entender incluido el
interés profesional de promocién y defensa de
una categorfa de trabajadores, del que puede ser
titular no sélo cada uno de ellos individualmente
considerados, sino también cualquier asociacién
o entidad que haya asumido estatutariamente esos
mismos fines”.

Pero el mismo reconocimiento debe dispensarse
a los intereses de la segunda clase, de los que
es titular un grupo indeterminado de personas.
Asi lo ha entendido el TC cuando se trata de la
impugnacién de actos que lesionan un derecho
fundamental o libertad publica; en estos casos,
ha dicho el TC, la legitimacién para interponer
recursos de amparo no corresponde sélo a los
ciudadanos sino a cualquier persona, natural o
juridica, que sea fitular de (invoque) un interés
legitimo, aun cuando no sea titular del derecho
fundamental que se alega como vulnerado
(articulo 161.1, b) CE y STC 19/1983, de 14 de
marzo). Al respecto, el Tribunal ha tenido ocasién
de declarar:

A) Si bien la citada norma constitucional no
posibilita fenémeno alguno de ejercicio de la
“accién popular” -asi ATC 399/1982-, tampoco
cabe confundir dicho interés legitimo con el
“directo” [SSTC 62/1982, 62/1983, 257/1988,
123/1989 y 47/1990], pues, a los efectos del
recurso de amparo, no siempre es necesario que
los ulteriores efectos materiales de la cosa juzgada
hayan de repercutir en la esfera patrimonial del
recurrente, siendo suficiente que, con respecto al
derecho fundamental infringido, el demandante se
encuentre en una determinada situacién juridico-
material que le autorice a solicitar su tutela de este
Tribunal.

B) Esa situacién juridico-material, exigida por
lo Constitucién. no puede ser considerada
en abstracto, sino que, como tiene declarado
este Tribunal [STC 7/1981, ATC 942/1985],
se encuentra también en funcién del derecho
fundamental vulnerado. Dicha legitimacién activa
corresponderd, en principio, al titular de dicho
derecho fundamental. Pero esta legitimacion
originaria no excluye, ni la existencia de otras
legitimaciones (v. gr. la legitimacién por sucesién
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de los descendientes, contemplada en los articulos
4y5delal.O.1/1982, de proteccién del derecho
al honor), ni que haya de considerarse también
como legitimacién originaria la de un miembro de
un grupo étnico o social determinado, cuando la
ofensa se dirigiera contra todo ese colectivo, de
tal suerte que, menospreciando a dicho grupo
socialmente diferenciado, se tienda a provocar del
resto de la comunidad social sentimientos hostiles
o, cuando menos, contrarios a la dignidad, estima
personal o respeto al que tienen derecho todos los
ciudadanos con independencia de su nacimiento,
raza o circunstancia personal o social (articulos

10.1y 14 C.E.).

C) En tal supuesto, y habida cuenta de que tales
grupos étnicos sociales e incluso religiosos son,
por lo general, entes sin personalidad juridica
y, en cuanto tales, carecen de 6rganos de
representacion a quienes el ordenamiento pudiera
atribuirles el ejercicio de las acciones civiles y
penales en defensa de su honor colectivo, de no
admitir el articulo 162.1 b) C.E., la legitimacién
activa de todos y cada uno de los tales miembros
residentes en nuestro pafs, para poder reaccionar
jurisdiccionalmente contra las intromisiones en el
honor de dichos grupos, no sélo permanecerian
indemnes las lesiones a este derecho fundamental
que sufririan por igual todos y cada uno de sus
integrantes, sino que también el Estado espafol
de Derecho permitiria el surgimiento de campafas
discriminatorias, racistas o de cardcter xenéfobo,
contrarias a la igualdad, que es uno de los valores
superiores del ordenamiento juridico que nuestra
Constitucién proclama (articulo 1.1 CE) y que el
articulo 20.2 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Politicos expresamente proscribe (“toda
apologia del odio nacional, racial o religioso
que constituya incitacién a la discriminacién, la
hostilidad o la violencia estard prohibida por la
Ley”) (STC 214/1991 de 11 de noviembre).

La mayor amplitud que se reconoce al “interés
legitimo” frente al “interés directo” permite,
obviamente, someter a control judicial un dmbito
mayor de la actuacién administrativa pero, como
decia anteriormente, no significa que aquél cobije
los supuestos de legitimacién popular (cfr., por ej.,
STS 31 marzo 1992, RJ 1992/3238). Simplemente
significa lo que se ha dicho, a saber, que el dmbito
de la legitimaciéon se ensancha dando entrada a
la tutela de intereses supraindividuales, aunque
diferenciados y, en consecuencia, diferentes del
mero inferés en la legalidad. Después de la Ley
Fundamental, debe entenderse interés suficiente
para fundar la legitimaciéon “el que tienen aquellas
personas que, por razén de la situacién objetiva
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en que se encuentran, por su situacién personal o
ser destinatarios de una regulacién sectorial, son
titulares de un interés propio distinto del de cualquier
ciudadano, encaminado a que los poderes
publicos actien de acuerdo con el ordenamiento
cuando, con motivo de la prosecucién de fines de
interés general, inciden en el dmbito de ese interés
propio, aun cuando la actuacién de que se trate
no les ocasione un concreto beneficio inmediato,
tesis ésta que tiene su consagracién expresa en
el articulo 7° de la LOPJ” (STS de 16 julio 1987,
RJ 1987/5434), cuyo pdrrafo tercero consagra la
proteccién jurisdiccional de los intereses legitimos,
tanto individuales como colectivos.

Con esta interpretacién se llega a los limites mismos
del sistema de una jurisdiccién administrativa de
naturaleza subjetiva, porque el interés legitimo,
como acabo de decir, no cobija los supuestos
de legitimacién popular, en los que el interés de
quien ejercita la accién es un mero interés en la
legalidad. Dicho con otras palabras, el control
de la legalidad de la actuacién administrativa
-con la amplitud que ahora se reconoce- sigue
montado sobre esquemas subjetivos, ahora mds
amplios; atiende a los efectos de la actuacion
ilegal sobre la esfera individual o, a lo sumo,
social, en consideracién a sus intereses propios y
descuidando -salvo excepciones- la proteccién de
los intereses objetivos y generales, en atencién a los
cuales el ordenamiento juridico impone también
a la Administracién determinadas conductas
positivas y negativas.

4.4. Los supuestos (limitados) de apertura de
la legitimacién a la tutela del interés puo-
blico

Esta es la situacién con la que se ha encontrado la
LICA/1998, que se ha limitado a reflejarla en el
articulo 19°, reconociendo los diferentes supuestos
de legitimacién (individual o corporativa: articulo
19.1, a) y b) en funcién de la situacién juridica
tutelable (interés legitimo individual, interés legitimo
colectivo). Pero cabe preguntarse si una Ley de
finales del siglo veinte, que previsiblemente tiene
vocacién de duracién, debié quedarse ahi, porque
el sistema no garantiza la plenitud del control
judicial de la actividad administrativa consagrado
en la CE. Escapard a ella (a la plenitud de control)
todo el d&mbito de la actuaciéon administrativa
-importante en el momento actual- en que se foma
en consideraciéon el inferés publico. Como se ha
dicho, no resulta comprensible que se tutele el interés
individual y los intereses colectivos y que no sea
procesalmente viable la tutela de intereses publicos
que afectan a la totalidad de los ciudadanos.

Ciertamente, la Ley contempla estos cauces,
siquiera de manera restringida: los supuestos de
accién popular y vecinal y la “intervencién” del
Ministerio Fiscal en los procesos que determine la
Ley:

A)Eneldmbitoadministrativo, aludealalegitimacién
popular el articulo 19.1, h) que la reconoce, como
vefamos, en los casos expresamente previstos en
las Leyes, que son escasos (el urbanismo: articulo
304° del RD Legislativo 1/1992 de 26 de junio,
por el que se aprueba Texto Refundido de la Ley
sobre el Régimen del Suelo y ordenacién Urbana),
las costas (articulo 109 de la Ley 22/1988 de
28 de julio, de Costas) y el patrimonio histérico
(articulo 8.2 de la Ley 16/1985 de 25 de junio, del
Patrimonio Histérico Espafiol).

Se trata de supuestos en los que, segin la
jurisprudencia, “estén legitimados todos los
administrados sin cualificacién especial alguna” (STS
de 31 octubre 1966), sean espafioles o extranjeros
(STS de 22 de abril de 1988, RJ 1988/3188)
y hay que enfender que tanto sean personas
fisicas como juridicas; porque la Ley establece
una verdadera accién publica en defensa de la
legalidad objetiva, cuyo ejercicio estd sometido,
como Unico limite, a las exigencias de la buena fe
que, con cardcter general, sefala el articulo 7.1
del CC (STS de 22 enero 1980, RJ 1980/244).
En opinién también del Tribunal Supremo espafiol,
en cuanto desvinculada de una concreta situaciéon
juridica sustancial del recurrente, basta su mera
invocacién para considerarse cumplido el requisito
de la legitimacién; la determinacién de si concurren
o no los presupuestos a que la Ley condiciona su
estimacién forma parte de la cuestion de fondo
(cfr. STS 16 junio 1984, RJ 1984/4005). En mi
opinién, el hecho de que la posibilidad de recurrir
esté atribuida por la Ley a cualquiera constituye un
instrumento para el control obijetivo de la legalidad,
pero no quiere decir necesariamente que no exista
una situacién juridica sustancial tutelable, si bien su
titularidad no sea exclusiva de un interesado concreto
o de un grupo de interesados definido. Las normas
que reconocen la accién popular no son procesales
sino materiales, porque a través de ellas la Ley
considera a todos los ciudadanos como fitulares de
una situacién sustancial en determinados dmbitos
y, por fanto, como interesados, reconociéndoles
el derecho de accién para reaccionar, en interés
de todos los ciudadanos, frente a la actuacién
administrativa ilegal.

B) Distinta de la legitimacién popular es la
legitimacién vecinal, que se reconoce a cualquier
vecino, para el ejercicio de acciones en nombre e

Circulo de Derecho Administrativo [ERE]

[®)
c
o
—
[®)
>
c
~O
e
—
(@)
O
[®)
=
=
172
=)
O
w




o
2
=

e]
=
-2
=

(S
45
<

(@]

%]
.0

3]

c

o)
o

c

(@)
@)
<
(@)
[

@A

interés de las Entidades locales, de acuerdo con lo
dispuesto en la legislacién de régimen local (articulo
19.3 LICA). En ésta, el articulo 68° de la Ley
7/1985, de 2 de abril, de bases de Régimen Local
(cfr. también el articulo 220° del RD 2568/1986,
de 28 de noviembre, que aprueba el Reglamento de
Organizacién, Funcionamiento y Régimen Juridico
de las Entidades Locales), después de disponer que
las Entidades locales tienen la obligacién de ejercer
las acciones necesarias para la defensa de sus
bienes y derechos, faculta a cualquier vecino que
se hallare en el pleno goce de sus derechos civiles
y politicos para requerir su ejercicio a la entidad
interesada, suspendiendo dicho requerimiento,
del que se dard conocimiento a quienes pudieran
resultar afectados, el plazo para el ejercicio de las
acciones dura treinta dias; “si en el plazo de esos
treinta dias, la entidad no acordara el ejercicio
de las acciones solicitadas, los vecinos podrdn
ejercitar dicha accién en nombre e inferés de la
Entidad local”. Este supuesto de legitimacién, en
el supuesto de que se le considere como tal (lo
cual es dudoso, porque ni la LICA ni la legislacién
local hablan de legitimacién, sino de “ejercicio de
acciones por los vecinos en nombre e inferés de
las Entidades locales”, con lo que parecen referirse
mds a un supuesto de representacién) coincide con
la popular en que, para el ejercicio de la accién,
no se exige la fitularidad de una concreta situacién
juridica sustancial (aunque tampoco se excluye),
pero difiere de ella en el dmbito subjetivo ya que
el circulo de legitimados se reduce a los vecinos
de la Entidad local de que se trate o, dicho con
ofras palabras, el interés publico cuya defensa se
obtiene con el ejercicio de la accién no es general
sino limitado y mds preciso y, por lo tanto, mds
individualizable: el interés en que la Entidad local
defienda sus bienes y derechos porque con esta
defensa se protegen también los intereses de los
Vecinos.

C) Lo LICA no se ha atrevido a dar el paso de
generalizar la legitimacién del Ministerio Fiscal. En
el sistema disefiado, el “control de la legalidad de
lo actuacién administrativa” se supedita al ejercicio
de la accién por una parte legitimada y, aunque
esta legitimacién se amplia considerablemente, no
se extiende al reconocimiento de la misma, en todo
caso, al Ministerio Fiscal; ni siquiera se generaliza
en aquellos dmbitos, como el de la protecciéon

El principio de Plenitud del Control Jurisdiccional y sus limites en el

Proceso Contencioso-Administrativo espariol. La legitimacién activa

de los derechos fundamentales, en los que nadie
discute que esté en juego el interés publico.

Es cierto que tanto el articulo 162.1, b) de la
Constituciéon como el 46° de la Ley Orgdnica
2/1979 de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional
(LOTC), reconocen legitimacién para recurrir en
amparo constitucional al Defensor del Pueblo y al
Ministerio Fiscal, de conformidad con las funciones
que, en orden a la defensa de la legalidad y de
los derechos de los ciudadanos, tienen atribuidas
por la Constitucién y que, con palabras del
Tribunal Constitucional, “promoviendo el amparo
constitucional el Ministerio  Fiscal defiende,
ciertamente, derechos fundamentales, pero lo
hace, y en esto reside la peculiar naturaleza de
su accién, no porque ostente su titularidad, sino
como portador del interés piblico en la integridad
y efectividad de tales derechos”. Pero la LJCA no
ha extendido la legitimacién de ambos érganos
a la via contencioso-administrativa  previa
que es necesario agotar cuando el recurso de
amparo constitucional se inferpone frente a
actos de poderes puUblicos lesivos de derechos
fundamentales (articulo 18.1, {). Su articulo 19.1
limita la legitimacién exclusivamente al Ministerio
Fiscal y “para intervenir en los procesos que
determine la Ley” (articulo 19.1, f).

Hay que admiti, que el reconocimiento de la
accién popular se extiende a importantes dmbitos
de la actuacién administrativa, en que entra en
juego el interés general, y que el reconocimiento
de la intervencién del Ministerio Fiscal “en los
procesos que determine la Ley” deja abierta la
puerta a la previsién futura de este tipo de tutela
frente a actuaciones de la Administracién en que
el interés publico se considere relevante. Pero la
excepcionalidad de los mismos en el momento
actual para el control objetivo de la legalidad
pone de manifiesto el temor de legislador de dar
el paso hacia el cambio de sistema: el trdnsito
de una jurisdiccién subjetiva a ofra de naturaleza
objetiva. Ello evidentemente exigiria desvincular
el principio de plenitud del control judicial de la
Administracién del articulo 24° CE, romper los
vinculos subjetivos de la legitimacién y atribuir la
misma también a érganos publicos que, como el
Ministerio Fiscal, tienen encomendada la defensa
de la legalidad.

Circulo de Derecho Administrativo





